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INTERVERSIÓN DEL TÍTULO - Opera cuando quiera que quien antes reconocía un dominio ajeno comienza a ejercer de manera pública y abierta actos posesorios a nombre propio y desconoce los de aquel.

“(…)Ahora bien, ya en esta instancia admite el censor que el señor Pedro Luis entró como celador al predio, pero agrega algo nuevo, y es la configuración del fenómeno de la interversión del título, situación que no fue puesta de presente durante el trámite de primera instancia, por lo que no puede ahora sorprender a su contraparte con un hecho no que fue alegado en su oportunidad dentro del libelo de la demanda. 

Sin embargo, aceptando en gracia de discusión que el recurrente pudiere valerse en este estado del proceso de tal figura, vale la pena puntualizar que dicho fenómeno solo opera cuando quiera que quien antes reconocía un dominio ajeno comienza a ejercer de manera pública y abierta actos posesorios a nombre propio y desconoce los de aquel. Sobre este punto, la Corte Suprema de Justicia ha efectuado un análisis de la figura comentada en varias oportunidades, destacándose la sentencia fechada Agosto 29 de 2000 con ponencia del Dr. JORGE SANTOS BALLESTEROS, que predica:

“De lo expresado anteriormente se concluye que el elemento que diferencia la tenencia de la posesión es el animus, pues en aquella, quien detenta la cosa no tiene ánimo de señor y dueño, y por el contrario, reconoce dominio ajeno, mientras que la posesión, como ya se dijo, requiere de los dos elementos, tanto la aprehensión física del bien como la intención de tenerla como dueño.

A pesar de la diferencia existente entre la tenencia y la posesión y la clara disposición del artículo 777 del C.C. en el que se dice que “el simple lapso del tiempo no muda la mera tenencia en posesión”, puede ocurrir que cambie la intención del tenedor de la cosa, transmutando dicha calidad en la de poseedor, por la interversión del título, colocándose en la posibilidad jurídica de adquirir el bien por el modo de la prescripción, mutación que debe manifestarse de manera pública, con verdaderos actos posesorios a nombre propio, con absoluto rechazo del propietario, y que debe acreditarse plenamente por quien se dice poseedor, tanto en lo relativo al momento en que operó la transformación, como en los actos categóricos e inequívocos que contradigan el derecho del propietario, pues para efectos de la prescripción adquisitiva de dominio, no puede computarse el tiempo en que se detentó el bien a título de mera tenencia, que no conduce nunca a la usucapión y sólo a partir de la posesión podría llegarse a ella, si se reúnen los dos elementos a que se ha hecho referencia, durante el tiempo establecido en la ley.

Sobre este particular, esta Corporación en sentencia del 15 de septiembre de 1983 dijo: “Y así como según el artículo 777 del Código Civil, el simple lapso de tiempo no muda la mera tenencia en posesión, quien ha reconocido dominio ajeno no puede frente al titular del señorío, trocarse en poseedor, sino desde cuando de manera pública, abierta, franca, le niegue el derecho que antes le reconocía y simultáneamente ejecute actos posesorios a nombre propio, con absoluto rechazo de aquel. Los actos clandestinos no pueden tener eficacia para una interversión del título del mero tenedor. Con razón el artículo 2531 del Código Civil exige, a quien alegue la prescripción extraordinaria, la prueba de haber poseído sin clandestinidad”. En pronunciamiento posterior sostuvo así mismo la Corte: “La interversión del título de tenedor en poseedor, bien puede originarse en un título o acto proveniente de un tercero o del propio contendor, o también, del frontal desconocimiento del derecho del dueño, mediante la realización de actos de explotación que ciertamente sean indicativos de tener la cosa para sí, o sea, sin reconocer dominio ajeno. En esta hipótesis, los actos de desconocimiento ejecutados por el original tenedor que ha transformado su título precario en poseedor, han de ser, como lo tiene sentado la doctrina, que contradigan, de manera abierta, franca e inequívoca, el derecho de dominio que sobre la cosa tenga o pueda tener la persona del contendiente opositor, máxime que no se puede subestimar, que de conformidad con los artículos 777 y 780 del Código Civil, la existencia inicial de un título de mera tenencia considera que el tenedor ha seguido detentando la cosa en la misma forma precaria con que se inició en ella”. (Sent. de abril 18 de 1989).

En consecuencia, cuando se invoca la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio para que se declare judicialmente la pertenencia, el demandante debe acreditar, no solamente que la solicitud recae sobre un bien que no está excluido de ser ganado por ese modo de adquirir, sino la posesión pública y pacífica por un tiempo mínimo de veinte años ininterrumpidos. Pero además, si originalmente se detentó la cosa a título de mero tenedor, debe aportarse la prueba fehaciente de la interversión de ese título, esto es, la existencia de hechos que la demuestren inequívocamente, incluyendo el tiempo a partir del cual se rebeló contra el verdadero propietario y empezó a ejecutar actos de señor y dueño desconociendo su dominio, lo que debió ocurrir en un término superior a los veinte años, para contabilizar a partir de dicha fecha el tiempo exigido en la ley de posesión autónoma e ininterrumpida del prescribiente.” (Subrayado fuera de texto).

  Al aplicar la doctrina jurisprudencial inmediatamente reseñada al asunto bajo estudio, se observa a las claras que si el antecesor entró a ocupar el predio como simple tenedor –pues está demostrado que trabajaba como celador del lugar- no le bastaba a quien ahora pretende sumar una supuesta posesión de aquel, simplemente con demostrar la detentación del inmueble con actos de posesión, sino que además le era necesario entrar a probar la interversión del título, esto es, el cambio de su calidad de tenedor a poseedor.

Sin embargo, de las pruebas que obran en el expediente no se colige la presencia de tal suceso, toda vez que ni siquiera se menciona en qué época ocurrió la intraversión del título, punto éste indispensable para el reconocimiento de la figura; pero lo que sí está demostrado es que el señor Pedro Luis Blanco ejerció la tenencia del bien hasta el año 2005, como lo declaró su hija, de tal suerte que no pudo haber ejercido posesión alguna sobre el predio con antelación a ese año, y de contera inane fue la enajenación que efectuare el señor Pedro Luis a la Fundación Proaves, quien entonces no cuenta con la legitimación para demandar la prescripción de los inmuebles en contienda.  (…)”
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Acta No. 068
Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia adiada noviembre veintiuno (21) de dos mil once (2011), proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito Adjunto de Santa Marta, dentro del proceso de pertenencia promovido por FUNDACIÓN PROAVES DE COLOMBIA contra RONALD DUGAND ESCOBAR Y OTROS.

ANTECEDENTES
La FUNDACIÓN PROAVES DE COLOMBIA presentó demanda de pertenencia contra los señores RONALD DUGAND ESCOBAR, MARCEL DUGAND ESCOBAR, LILIANA DUGAND ESCOBAR, ROBERTO DUGAND ESCOBAR y demás personas indeterminadas, para que se declarara que por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio es el titular del dominio sobre un lote de terreno agrario constituido y que hace parte de los predios distinguidos como GLOBO No. 1 y GLOBO No. 2 del REFUGIO DE LA SIERRA, identificados con matrícula inmobiliaria No. 080-23721 y 23722 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Marta, cuyos linderos se indican en el libelo de la demanda.
Señala que adquirió del anterior poseedor PEDRO LUIS BLANCO SÁNCHEZ, la posesión material, quieta, pacífica e ininterrumpida sobre los referidos predios, que materialmente forman uno solo, mediante escrituras públicas Nos. 750 de marzo 27 de 2006 concedida en la Notaría Tercera de Santa Marta, 1717 de julio 19 de 2006 emitida en la Notaría Segunda de esta ciudad y 1786 de mayo 14 de 2007 otorgada en la Notaría Segunda de Bogotá. 

Que el enajenante de la posesión, señor PEDRO LUIS BLANCO SÁNCHEZ poseyó de manera pacífica, libre e ininterrumpida desde 1980, sin reconocer dominio ni derecho real alguno a terceros y sin que se hubiere desconocido su posesión. 

Que durante el tiempo de posesión del señor PEDRO LUIS BLANCO SÁNCHEZ, mantuvo en forma permanente cultivos de mora, lulo, yuca, pan coger y caña de azúcar. Que una gran parte del predio estuvo destinado a pastizales para la crianza de animales domésticos, especialmente vacunos que fueron el medio de subsistencia principal del poseedor y le proveyeron de recursos económicos necesarios para el sustento de sus necesidades y su familia. 
Que en el predio se encontraba una construcción que también le fue transmitida a la entidad demandante, quien posteriormente procedió a efectuar mejoras sobre la misma.

Que la actora ha continuado con la posesión desde el 8 de abril de 2006, ejerciéndola de manera pacífica y quieta, ejecutando actos de señor y dueño, tales como mejoras de conservación del predio que le permiten el desarrollo del objeto social de la fundación, cual es la preservación del medio ambiente. 

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA

El juzgado de conocimiento mediante auto de fecha julio veintitrés (23) de 2007 resuelve admitirla (fl. 37 del cuaderno principal), ordenando el emplazamiento de los demandados y demás personas  indeterminadas que se creyeran con derecho sobre el inmueble objeto de prescripción, entre otras declaraciones.

Surtidas las publicaciones, se designaron los curadores ad litem, quienes contestaron dentro de la oportunidad legal, manifestando no constarles los hechos. 
Previo a estas contestaciones, intervino como tercero ad excludendum la señora MARIA DELIA PARDO PADILLA, quien manifestó ser ella la poseedora y solicitó que se le declarara como propietaria dentro de sus pretensiones. Alegó haber tenido la posesión quieta, pacífica y tranquila de los predios objeto del litigio, la cual ejerció por medio del señor PEDRO LUIS BLANCO SÁNCHEZ y su señora DEMILTA CALDERÓN e hijos, con quienes tuvo un vínculo laboral para la celaduría del predio. Agrega que ha tenido la posesión por más de 20 años, pero que a raíz de sus quebrantos de salud y de su vinculación a un proceso penal, a los que tuvo que dedicarle toda su atención, el señor BLANCO transfirió la posesión como si fuera de él a PROAVES, quien ha destruido y talado árboles para construcción de obras civiles.
Surtidas todas la notificaciones y trabada la litis, el 27 de mayo de 2009 se abrió a pruebas el negocio, las cuales fueron practicadas, además se decretó inspección judicial al inmueble objeto del litigio. Concluida esta etapa, se corrió traslado a las partes por el término legal para presentar los alegatos de conclusión, oportunidad que solo fue aprovechada por el tercero ad excludendum.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Finalmente, en sentencia del veintiuno (21) de noviembre de dos mil once (2011), el Juez de primer grado denegó las pretensiones de la demanda principal y de la tercera ad excludendum, condenando a esta última en costas y al pago de una multa; así también condenó en costas a la demandante. 
La parte demandante apeló el fallo de primera instancia, razón por la cual conoce esta Sala del Tribunal Superior.

SUSTENTACIÓN DE LA APELACIÓN

El recurrente al momento de sustentar la alzada hace un análisis de los elementos que debe acreditar todo aquel que pretenda adquirir por prescripción un bien; así entonces inicia señalando que los predios materia del litigio son susceptibles de prescripción por encontrarse dentro del comercio; seguidamente expone que los bienes han sido poseídos por la actora desde el año 2006 y antes por el señor PEDRO LUIS BLANCO, quien se comportó como dueño por más del término legal. Que las escrituras públicas arrimadas con la demanda dan cuenta que la entidad demandante adquirió la posesión de los fundos a usucapir de manos del señor BLANCO SÁNCHEZ, haciendo uso ahora de la suma de posesiones.  

Señala que de manera errónea el juzgador de primer grado infiere que el señor PEDRO LUIS BLANCO no fue poseedor sino tenedor porque ingresó como celador a los predios; pero olvidó aplicar la figura jurídica que la doctrina y la jurisprudencia denomina la interversión del título, dispuesta en el artículo 2531 del C.C., y que permite que un tenedor trasmute esa calidad en la de poseedor, tal como ocurrió en el presente asunto. Que es cierto que el señor BLANCO inició como tenedor, pero que posteriormente, a causa del ofrecimiento que hizo el propietario primitivo de dar el predio como contraprestación por los servicios prestados de celadurá a las cabañas, a partir de allí, comenzó a ejercer actos de señor y dueño hasta que le transfirió dicho lote a la Fundación, quien de manera ininterrumpida continuó hasta esta fecha. 
CONSIDERACIONES

En virtud del artículo 2512 del Código Civil, la prescripción es un modo de adquirir los derechos reales ajenos o de extinguir las acciones o derechos ajenos. La primera se conoce como Prescripción Adquisitiva y la segunda, como Prescripción Extintiva.

La prescripción Adquisitiva o usucapión es un modo de adquirir los derechos reales mediante la posesión de las cosas y la reunión de otros requisitos de ley como: justo título, buena fe y lapso de tiempo; que variarán dependiendo si se trata de Prescripción Ordinaria o Prescripción Extraordinaria.

De la definición contenida en el referido artículo 2512, la jurisprudencia ha deducido los presupuestos que debe el sujeto activo demostrar si quiere que su pretensión de prescripción adquisitiva resulte avante, los cuales ha definido así:

· El actor debe ser poseedor.

· La posesión debe ser cualificada en cuanto al tiempo y el modo, es decir, superior a 20 años continuos e ininterrumpidos.

· El bien poseído sea debidamente individualizado.

Estos presupuestos tienen dos características esenciales: son concurrentes y carga exclusiva del demandante. Con lo primero, se expresa que de faltar uno de ellos, la definición del instituto sustancial en cuestión no estaría configurada íntegramente, conduciendo a la negativa de la misma, y en cuanto lo segundo, no interesa la actitud que frente al proceso asuma el demandado.

Los elementos integrantes de la posesión son: El Corpus y el Animus. Refiriéndose a esos elementos la Corte Suprema de Justicia ha dicho: “El Corpus consiste en la tenencia de la cosa y la ejecución de hechos positivos como el beneficio de ella, como cerramientos, cultivos, construcciones, mantenimientos de ganados, etc., y el Animus es la intención ostensible de la ejecución de ellos como dueño, como propietario.” (Sent. 28  de marzo de 1954 LXXVII, 109).

De manera pues, quien alega la prescripción extraordinaria, le corresponde probar que durante veinte años, por lo menos, ha tenido la posesión material sin interrupción ni violencia.
De lo anterior se deduce que todo aquel que tenga a su favor una prescripción adquisitiva de dominio, podrá pedir la declaración judicial de pertenencia, la cual se hará siempre que el solicitante haya poseído el bien cuyo dominio por prescripción pretenda y con los requisitos legales.

De otro lado, frente a la suma de posesiones es de señalar que es una figura jurídica “(…) que consiste en el hecho de agregar al tiempo de posesión propia el lapso de posesión de los antecesores, con objeto de totalizar el tiempo exigido por la ley en cada caso para usucapir”
.

La génesis de la suma, agregación, incorporación o accesión de posesiones se encuentra en el artículo 2521 del Código Civil, el cual establece que “si una cosa ha sido poseída sucesivamente y sin interrupción por dos o más personas, el tiempo del antecesor puede o no agregarse al tiempo del sucesor, según lo dispuesto en el artículo 778. La posesión principiada por una persona difunta continúa en la herencia yacente, que se entiende poseer a nombre del heredero”.
A su turno, el artículo 778 del Código Civil consagra que “Sea que se suceda a título universal o singular, la posesión del sucesor principia en él; a menos que quiera añadir la de su antecesor a la suya; pero en tal caso se la apropia con sus calidades y vicios. Podrá agregarse, en los mismos términos, a la posesión propia la de una serie no interrumpida de antecesores”.
Este instituto tiene aplicación tanto para la prescripción adquisitiva de dominio ordinaria, como la extraordinaria, y también para la prescripción agraria y de vivienda de interés social, y  su fundamento legal se encuentra en los artículos 778 y 2521 del Código Civil por los cuales, ya a título universal, ora a título singular, el sucesor puede añadir su posesión a la de sus antecesores para lograr el tiempo que exige la ley para adquirir el derecho por el modo originario de la usucapión.

La Corte Suprema de Justicia se ha referido a la unión de posesiones como una institución de carácter universal, necesaria y facultativa, toda vez que la misma se encuentra en la mayoría de los ordenamientos jurídicos; señalando que implica una invaluable protección a la posesión, especialmente ante la gran transformación que se presenta frente a la relación en que se encuentran los individuos con los bienes, siendo evidente que quien ejerce la posesión generalmente la transfiere a otro, lo cual conlleva que los períodos posesorios individuales sean realmente cortos, y, por ende, la posibilidad que se adquieran los bienes por prescripción adquisitiva de dominio se torna imposible al valorarse únicamente el tiempo que los poseyó quien ejerce la acción tendiente a la usucapión, lo cual deviene en la necesidad de la existencia de la agregación de posesiones; y, finalmente, la figura en estudio es netamente facultativa bajo el entendido que la ley sustantiva establece que el poseedor podrá sumar la posesión de sus antecesores a la suya, lo que implica que éste por medio de un acto totalmente volitivo determinará si cuenta únicamente con el tiempo de su posesión o si pretende agregarle el período que otro ejerció bajo esta misma modalidad
.

En providencia de 20 de mayo de 1987, respecto a la institución de la agregación de posesiones, expuso la Corte Suprema de Justicia que:

“Ha dicho la Corte, desarrollando el contenido de los artículos 778 y 2521 del Código Civil, que tales preceptos consagran dos reglas legales:… “es la primera la de que la posesión de una cosa principia para toda persona desde el instante en que ésta comienza a ejecutar o cumplir los hechos que la constituyen, y la otra consagra la facultad que a tal persona se otorga para poder agregar al tiempo de posesión el de su antecesor cuando la cosa ha sido poseída sucesivamente y sin interrupción, por dos o más personas; pero para usar de esta facultad es de rigor que quien la ejercita suceda a su antecesor en esa posesión a título universal o singular, es decir por herencia, venta, permuta, etc., y que además justifique la existencia de un título de las ya expresadas cualidades, pues de lo contrario los periodos de tiempo del sucesor y del antecesor quedarían desvinculados entre sí, por carecer de razón o causa determinantes del derecho de añadirlos o sumarlos entre sí.”” (G.J. CL XXXVIII, 242).

Para que la agregación de posesiones tenga lugar, es necesario que se cumplan ciertos requisitos de carácter sustantivo, analizados tanto por la jurisprudencia como por la doctrina, los cuales pueden compendiarse de la siguiente manera:

1. Situaciones sucesivas e ininterrumpidas.

2. Identidad posesoria.

3. Presencia de título justificativo de la adquisición de las sucesivas posesiones.

En cuanto a la primera condición, ha dicho la Corte, que las posesiones que se pretenden sumar han de ser sucesivas e ininterrumpidas, es decir, las situaciones de las que se afirma entidad posesoria, por un lado, han de encontrarse encadenadas y, por otro, deben seguirse sin interrupción alguna. El carácter sucesivo de las situaciones con entidad posesoria repercute en que aquéllas han de encontrarse encadenadas, es decir, la posesión del antecesor debe estar enlazada a la del sucesor, se contrae a un requisito de orden cronológico que conlleva a que entre antecesor y sucesor se presente una situación de continuidad e inmediatez sin la cual no es dable la validez de la agregación de posesiones.
El segundo aspecto de la presente exigencia, el cual se encuentra íntimamente relacionado con el tópico de las situaciones sucesivas, es el de la ininterrupción que debe presentarse entre las posesiones que se pretenden agregar. El artículo 2522 del Código Civil establece de manera lógica que la posesión será ininterrumpida cuando no haya sufrido ninguna interrupción natural o civil, mostrándose como evidente que de prestarse una de dichas situaciones la adición de posesiones esta llamada a la improsperidad. Requisito sobre el cual se pronunció la Corte Suprema de Justicia en los siguientes términos:

“(…) debe tratarse de varias situaciones con entidad posesoria suficiente y contiguas entre sí, exigencia ésta que se despliega a su vez en dos sentidos distintos: uno que emerge del texto mismo del segundo inciso del artículo 778 del Código Civil cuando hace énfasis en que la procedencia de la acumulación reclama la existencia de un orden cronológico y sucesivo en las posesiones que se pretende unir; y el otro es que cada posesión debe seguir a la otra sin interrupción natural o civil, siendo de apuntar aquí que si la interrupción fue de la primera especie por haberse perdido la posesión al entrar otro en ella, las secuelas predicables de tal fenómeno desaparecen si el despojado recobra legalmente su posesión (arts. 792 y 2523 ibídem);”

Respecto de la identidad posesoria, se refiere al bien sobre el que recae la posesión, frente al cual debe existir identidad en las posesiones que se pretenden sumar, es decir, que deberá comprobarse que el bien sea el mismo en las situaciones posesorias que se denuncian como antecesora y sucesora, en este caso teniendo en cuenta sus linderos y dimensiones, pues de no coincidir la intención sumatoria naufragará.

En cuanto a este aspecto, la Corte Suprema de Justicia en la jurisprudencia citada en precedencia consignó:

“Una segunda condición consiste en que las posesiones agregadas sean uniformes o idénticas en cuanto a su objeto, entre sí enteramente homogéneas, lo que conlleva a afirmar, por ejemplo, que no es admisible sumarle a la posesión sobre cosas corporales, aquella que recae sobre puros derechos (C.C., arts. 653, 664 y 776);”

Frente al tópico referente con la presencia de título justificativo de la adquisición de las sucesivas posesiones, es de anotar que tal requerimiento dice relación con el vínculo jurídico mediante el cual se presenta la transferencia de los derechos posesorios entre el antecesor y sucesor de la tenencia sobre la cosa con ánimo de señor y dueño, obsérvese bien, derechos posesorios mas no dominio del bien poseído como erróneamente se interpreta en algunas ocasiones. Tal relación puede ser a título universal o singular.

Al respecto la jurisprudencia de enero 22 de 1993, ya citada expresa:

“(…) es indispensable la presencia de un título justificativo de la adquisición de las sucesivas posesiones, habida consideración que, en mérito de razones éticas obvias, los usurpadores no pueden sacar ventaja ninguna de la posesión que tenía la persona a quien despojaron, así como tampoco de la que ostentaron sus antecesores; “…en la prescripción extraordinaria –dice la Corte aludiendo a este punto específico- el prescribiente puede unir a su posesión la de sus antecesores (...); pero entonces ha de probar que en realidad es sucesor de las personas a quienes señala como antecesores, es decir debe acreditar la manera cómo pasó a él la posesión anterior, para que de esta suerte quede establecida la serie o cadena de posesiones, hasta cumplir los treinta años (hoy veinte de conformidad con el art. 1° de la L. 50/36). Y generalizando se puede afirmar que el prescribiente que junta a su posesión la de sus antecesores, ha de demostrar la serie de tales posesiones mediante la prueba de los respectivos traspasos, pues de lo contrario quedarían sueltos y desvinculados los varios lapsos de posesión material...” (G.J. T. XXXIX, pág. 20, LXVIII, pág. 695 y CLIX, pág. 357)”.

También se tiene dicho que en la agregación de posesiones se debe probar no sólo el tiempo poseído por quien impetra la prescripción adquisitiva, sino el de sus antecesores, pues sólo de esa manera se podrá demostrar que se ha ejercido la posesión por el tiempo que exige la ley. La jurisprudencia, en suma, ha expuesto que las condiciones para que opere esta agregación se pueden compendiar en: a) Que haya un título idóneo que vincule la posesión del antecesor con la del sucesor; b) Que antecesor y sucesor hayan ejercido la posesión de manera ininterrumpida y sucesiva, y c) que se haya producido la entrega de la cosa, lo que de suyo descarta cualquier situación de hecho, verbi gracia, el apoderamiento forzado del bien, la usurpación, el despojo, etc.

Descendiendo al caso que ahora nos ocupa, y una vez revisadas las piezas procesales obrantes dentro del expediente, se encuentran, por una parte, las escrituras públicas Nos. 750 de marzo 27 de 2006 otorgada en la Notaría Tercera de Santa Marta, 1717 de julio 19 de 2006 otorgada en la Notaría Segunda de esta ciudad y 1786 de mayo 14 de 2007 otorgada en la Notaría Segunda de Bogotá. La primera de ellas contiene una declaración de posesión efectuada por el señor PEDRO LUIS BLANCO SÁNCHEZ, sobre un área de terreno de 9 hectáreas aproximadamente, ubicado en el sector Villa Fley, vereda Cincinati, corregimiento de Minca en el distrito de Santa Marta. La segunda constituye, en primer lugar, una aclaración de la primera respecto del inmueble objeto de posesión; y, en segundo lugar, contiene un contrato de compraventa de la posesión que el referido individuo había ejercido por más de 25 años sobre el predio rural denominado EL REFUGIO DE LA SIERRA, ubicado en la vereda de Minca, Distrito de Santa Marta, celebrado entre éste y la entidad demandante. Y la tercera aclaratoria de la anterior, sobre la identificación de los linderos y fijación de área del inmueble poseído. 

Con los citados instrumentos públicos la demandante logra acreditar uno de los requisitos arriba mencionados, cual es el del título justificativo de la adquisición de la posesión que pretende agregar a la propia para ganar el dominio del inmueble vía prescripción.

Igualmente, obran dentro del expediente las declaraciones rendidas por los testigos de la parte demandante, quienes manifestaron: Nancy Matilde Blanco Calderón, hija del señor PEDRO LUIS BLANCO SÁNCHEZ, de quien obtuvo la actora la posesión, señaló “mi papá vivía en la casita y le cuidaba el lote, pero el señor Roberto nunca le pagó por cuidarle eso, nunca le remuneró, entonces él le dijo que por remuneración él le iba a escriturar eso, por descuido de mi papá nunca lo hizo porque de todas maneras nadie objetaba nada, ni decía nada (…) mi papá inicialmente trabajaba con los señores Ahumada, los señores Duncan de Barraquilla y el señor Roberto Dugand, mi papá estuvo trabajando hasta el año 2005 (…) Desde que mi papá llegó, solo él, él trabajó y explotó solo para él, mi papá llegó por medio de los Ahumada, la persona que cuidaba en el año 82 iba a salir, se iban a venir para Sata Marta  estaban buscando un nuevo celador, entonces mi papá habló con los Ahumada y lo llevaron para allá”. 
También se encuentra el testimonio del señor LUIS ELADIO BLANCO SANCHEZ, hermano del señor Pedro Luis Blanco, quien expuso: (…) “bueno mi cuñado salió y le dejó eso a mi hermano Pedro Luis Blanco y la esposa Demilta Calderón, entonces él vivió allí 23 años celando esas cabañas, los cuales ellos iban al día con él, él medio se subsistía con eso y el bregaba para sembrar unas fruticas porque con ese sueldo tan mísero que pagaban, (…)” Al preguntársele sobre qué vínculos tenía el señor Pedro Luis Blanco con la señora María Pardo, el testigo contestó: “Vínculos no, sino como él le estaba cuidando la cabaña y la señora también porque ella se encargaba del jardín, ellos vivían en una casita que había para el celador, la casa hacía parte del mismo refugio para cuidar todo el predio”. 
En declaración rendida por EDINSON TOMAS CAMPO, este indicó: “(…) creo que habían o hay cuatro cabañas de las cuales una cuidaba el señor Pedro Blanco, eso que arriba de Minca en el sector de la Sierra, los herederos poseían una cabaña allá y me enteré porque esa cabaña la cuidaba el señor Pedro Blanco y como ellos ya no administraban la emisora me encargaron para que atendiera los medios salarios que se le pagaban al señor Pedro Blanco, y la mitad del aporte a la seguridad social, ya que la otra parte supuestamente es decir el 50% restante la pagaba la señora Ana Pardo o María Pardo creo que se llama, esto lo digo porque lo que me dieron a conocer los dueños de la cabaña es decir los herederos de Rodrigo Ahumada, me dijeron que eran dos cabañas y los salarios y las prestaciones eran compartidas, igualmente encontré un conflicto entre los herederos de Rodrigo Ahumada y la señora Pardo, ya que esta no estaba cumpliendo con la parte que le correspondía pagar al señor Pedro Blanco en lo que correspondía a los salarios y mucho menos a las prestaciones sociales, o sea al Seguro, ya que el (sic) estaba inscrito al seguro a través de Radio Galeón (sic), ella debía pagar esa mitad a radio galeón y ella nunca hizo efectivo ese valor, de ahí que el señor Pdro Blanco salió pensionado porque radio gleón(sic) cumplió con esas obligaciones, yo llegué en el año 99 a la emisora y ya ellos tenían el conflicto de diferencia (…) y esto se extendió hasta el 2003 o 2004 cuando salió pensionado el señor Pedro Blanco, (…) ellos le dieron el poder al señor Pedro Blanco para que se hiciera a la cabaña en contraprestación por sus prestaciones sociales (…)”.
De otro lado, en el cuaderno No. 6 obra copia del Reglamento de Refugios de la Sierra, donde se lee claramente que se trata de un conjunto de cabañas dentro de un bloque general llamado Refugios de la Sierra, que en su interior tiene una parcelación con vías de acceso y servicios comunes. Y, más adelante, se encuentra una disposición relacionada con la vigilancia del lugar, en la que se establece que para el cuidado y vigilancia de las cabañas no podrá haber más que un solo celador común pagado por los propietarios y que la vivienda del celador será independiente de las cabañas.
Todas las pruebas hasta aquí referenciadas permiten arribar a la misma conclusión del fallador de primera instancia, por lo que desde ya se anuncia la confirmación de la sentencia recurrida. 

En efecto, dichos elementos probatorios demuestran con claridad que el señor PEDRO LUIS BLANCO SÁNCHEZ entró a los predios objeto de usucapión en calidad de celador, tal como coinciden en afirmarlo los testigos antes citados, quien entonces habitó en el lugar en cumplimiento de su contrato de vigilancia de las cabañas, las que, junto con los predios donde se encuentran construidas, conforman un conjunto denominado Refugios de la Sierra; en tal calidad se concentró su relación material con el inmueble objeto de litigio, sin que las pruebas recaudadas pudiesen llevar a la certeza de lo contrario, esto es, de que el antecesor hubiere ejercido actos de señor y dueño sobre el bien disputado. 
No obstante la manifestación  hecha por el hermano del señor Pedro Luis, quien indicó que este bregaba para sembrar unas fruticas porque con ese sueldo tan mísero que pagaban, ello no es indicativo de un acto de señorío por parte de éste, pues se trata de un predio de aproximadamente 9 hectáreas, que demanda el sembradío de más que unas fruticas a efectos de que ello pueda reconocerse como un acto de dominio sobre el inmueble. Ahora, no resulta acorde con las reglas de la experiencia que si el antecesor ganaba un sueldo mísero, no le pagaban prestaciones sociales tales como cesantías, primas y vacaciones, tuviere los recursos suficientes para explotar económicamente un predio de ese tamaño.
Ahora bien, ya en esta instancia admite el censor que el señor Pedro Luis entró como celador al predio, pero agrega algo nuevo, y es la configuración del fenómeno de la interversión del título, situación que no fue puesta de presente durante el trámite de primera instancia, por lo que no puede ahora sorprender a su contraparte con un hecho no que fue alegado en su oportunidad dentro del libelo de la demanda. 

Sin embargo, aceptando en gracia de discusión que el recurrente pudiere valerse en este estado del proceso de tal figura, vale la pena puntualizar que dicho fenómeno solo opera cuando quiera que quien antes reconocía un dominio ajeno comienza a ejercer de manera pública y abierta actos posesorios a nombre propio y desconoce los de aquel. Sobre este punto, la Corte Suprema de Justicia ha efectuado un análisis de la figura comentada en varias oportunidades, destacándose la sentencia fechada Agosto 29 de 2000 con ponencia del Dr. JORGE SANTOS BALLESTEROS, que predica:

“De lo expresado anteriormente se concluye que el elemento que diferencia la tenencia de la posesión es el animus, pues en aquella, quien detenta la cosa no tiene ánimo de señor y dueño, y por el contrario, reconoce dominio ajeno, mientras que la posesión, como ya se dijo, requiere de los dos elementos, tanto la aprehensión física del bien como la intención de tenerla como dueño.

A pesar de la diferencia existente entre la tenencia y la posesión y la clara disposición del artículo 777 del C.C. en el que se dice que “el simple lapso del tiempo no muda la mera tenencia en posesión”, puede ocurrir que cambie la intención del tenedor de la cosa, transmutando dicha calidad en la de poseedor, por la interversión del título, colocándose en la posibilidad jurídica de adquirir el bien por el modo de la prescripción, mutación que debe manifestarse de manera pública, con verdaderos actos posesorios a nombre propio, con absoluto rechazo del propietario, y que debe acreditarse plenamente por quien se dice poseedor, tanto en lo relativo al momento en que operó la transformación, como en los actos categóricos e inequívocos que contradigan el derecho del propietario, pues para efectos de la prescripción adquisitiva de dominio, no puede computarse el tiempo en que se detentó el bien a título de mera tenencia, que no conduce nunca a la usucapión y sólo a partir de la posesión podría llegarse a ella, si se reúnen los dos elementos a que se ha hecho referencia, durante el tiempo establecido en la ley.

Sobre este particular, esta Corporación en sentencia del 15 de septiembre de 1983 dijo: “Y así como según el artículo 777 del Código Civil, el simple lapso de tiempo no muda la mera tenencia en posesión, quien ha reconocido dominio ajeno no puede frente al titular del señorío, trocarse en poseedor, sino desde cuando de manera pública, abierta, franca, le niegue el derecho que antes le reconocía y simultáneamente ejecute actos posesorios a nombre propio, con absoluto rechazo de aquel. Los actos clandestinos no pueden tener eficacia para una interversión del título del mero tenedor. Con razón el artículo 2531 del Código Civil exige, a quien alegue la prescripción extraordinaria, la prueba de haber poseído sin clandestinidad”. En pronunciamiento posterior sostuvo así mismo la Corte: “La interversión del título de tenedor en poseedor, bien puede originarse en un título o acto proveniente de un tercero o del propio contendor, o también, del frontal desconocimiento del derecho del dueño, mediante la realización de actos de explotación que ciertamente sean indicativos de tener la cosa para sí, o sea, sin reconocer dominio ajeno. En esta hipótesis, los actos de desconocimiento ejecutados por el original tenedor que ha transformado su título precario en poseedor, han de ser, como lo tiene sentado la doctrina, que contradigan, de manera abierta, franca e inequívoca, el derecho de dominio que sobre la cosa tenga o pueda tener la persona del contendiente opositor, máxime que no se puede subestimar, que de conformidad con los artículos 777 y 780 del Código Civil, la existencia inicial de un título de mera tenencia considera que el tenedor ha seguido detentando la cosa en la misma forma precaria con que se inició en ella”. (Sent. de abril 18 de 1989).

En consecuencia, cuando se invoca la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio para que se declare judicialmente la pertenencia, el demandante debe acreditar, no solamente que la solicitud recae sobre un bien que no está excluido de ser ganado por ese modo de adquirir, sino la posesión pública y pacífica por un tiempo mínimo de veinte años ininterrumpidos. Pero además, si originalmente se detentó la cosa a título de mero tenedor, debe aportarse la prueba fehaciente de la interversión de ese título, esto es, la existencia de hechos que la demuestren inequívocamente, incluyendo el tiempo a partir del cual se rebeló contra el verdadero propietario y empezó a ejecutar actos de señor y dueño desconociendo su dominio, lo que debió ocurrir en un término superior a los veinte años, para contabilizar a partir de dicha fecha el tiempo exigido en la ley de posesión autónoma e ininterrumpida del prescribiente.” (Subrayado fuera de texto).
Al aplicar la doctrina jurisprudencial inmediatamente reseñada al asunto bajo estudio, se observa a las claras que si el antecesor entró a ocupar el predio como simple tenedor –pues está demostrado que trabajaba como celador del lugar- no le bastaba a quien ahora pretende sumar una supuesta posesión de aquel, simplemente con demostrar la detentación del inmueble con actos de posesión, sino que además le era necesario entrar a probar la interversión del título, esto es, el cambio de su calidad de tenedor a poseedor.

Sin embargo, de las pruebas que obran en el expediente no se colige la presencia de tal suceso, toda vez que ni siquiera se menciona en qué época ocurrió la intraversión del título, punto éste indispensable para el reconocimiento de la figura; pero lo que sí está demostrado es que el señor Pedro Luis Blanco ejerció la tenencia del bien hasta el año 2005, como lo declaró su hija, de tal suerte que no pudo haber ejercido posesión alguna sobre el predio con antelación a ese año, y de contera inane fue la enajenación que efectuare el señor Pedro Luis a la Fundación Proaves, quien entonces no cuenta con la legitimación para demandar la prescripción de los inmuebles en contienda.  
Es así, como no puede llegar la Sala a corolario diferente que al de confirmar la decisión de primera instancia en todas sus partes.
De conformidad con el numeral 3º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, se condenará en costas de la segunda instancia al apelante.

Atendiendo a las directrices del Consejo Superior de la Judicatura, y a la calidad, naturaleza y utilidad de la gestión procesal, las agencias en derecho se tasan en la suma de SETECIENTOS MIL PESOS ($700.000).
En mérito de lo expuesto, la Sala Tercera de Decisión Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, administrando justicia, en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia adiada noviembre veintiuno (21) de dos mil once (2011), proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito Adjunto de Santa Marta, dentro del proceso de pertenencia promovido por la FUNDACIÓN PROAVES DE COLOMBIA contra los señores RONALD DUGAND ESCOBAR, MARCEL DUGAND ESCOBAR, LILIANA DUGAND ESCOBAR ROBERTO DUGAND ESCORBAR y demás personas indeterminadas, atendiendo las razones expuestas en las consideraciones de este proveído. 

SEGUNDO: CONDENAR en costas de esta instancia a la parte demandante, liquídense éstas.

TERCERO: FÍJENSE las agencias en derecho en la suma de SETECIENTOS MIL PESOS ($700.000), de conformidad con el Acuerdo 2222 de diciembre 10 de 2003 del C.S de la J., Sala Administrativa.

CUARTO: En firme el presente pronunciamiento, envíese el expediente oportunamente al juzgado de origen.

Notifíquese y Cúmplase
ALBERTO RODRÍGUEZ AKLE

Magistrado
TULIA CRISTINA ROJAS ASMAR
Magistrada
CRISTIAN SALOMON XIQUES ROMERO
Magistrado
� ACEVEDO PRADA, Luis Alfonso. ACEVEDO PRADA, Martha Isabel. POSESIÓN, PRESCRIPCIÓN Y PROCESOS DE PERTENENCIA. Quinta Edición. Librería Ediciones del Profesional Ltda. Bogotá D.C.. Colombia. Pág. 98.


� Corte Suprema de Justicia. Sentencia de 5 de julio de 2007. Magistrado Ponente: Manuel Isidro Ardila Velásquez. Expediente 08001-007-1998-00358-01.


� Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, Derecho de Pertenencia.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil , Sentencia de enero 22 de 1993 Magistrado Ponente: Esteban Jaramillo Schloss. Expediente 3524.








RAD. 2007.0139.01 Proceso de pertenencia promovido por FUNDACIÓN PROAVES DE COLOMBIA contra RONALD DUGAND ESCOBAR Y OTROS.

